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“Hay dos correctivos de la premo- 
gativa de la Administración que 
reclama el instinto popular, cuyo 
sentimiento respecto al poder pfi- 
blico puede forrmlarsa en estos dos 
brocados: gue oc&, pero que obe- 
dem la zey; que o&t?, pero que 
pague el perjufciú’ (Hauriou). 
“El principio de legalidad -y su 
garantía en el recurso contencimo- 
administrativo- y el de responsabi- 
lidad patrimonial de los entes pú- 
blicos constituyen, por ello, 20s dos 
grandes soportes estructuaIes del 
Derecho Administmtiuo, cuyo equi- 
librio, amenazado siempre por el 
peso inicial de las prerrogativas del 
Poder, depende justamente de su 
correcto juego” (García de Ente- 
&). 

Hace algunos aíos tuvimos ocasi6n 
de publicar un trabajo que titulamos 
“Lo aca’ón constitwti de ntdldad: un 
ropremn opmte del Cfnhst~uyente de 
1980 d Derecho Procesal Adminktmtl- 
VD “1. En él deciamos, refii&ndonos a 
esta “aristocratítia” acción, que era ella 
uno de los pilares en que se asentaaba el 
Derecho Procesal Administrativo. El otro 
pilar, que completa y perfecciona la 
sustentación de esa rama del Derecho 
Administrativo, lo constituye una ati6n 
de carácter reparatorio de no menos se- 
lecto origen, como lo es la que “amos a 
tratar en estas páginas bajo la denomi- 

1 Véaase en Revista de Derecho y Ju- 
rispnxleacia y Gaceta de los Tribunales, 
tomo LXXXIII, NP 33 (sep.-diciembre), 
Ed. Juridica de Chile, 1986, pp. 125156. 

nación de “accibn constitucional de res- 
ponsabilidad” z-84. 

La su&ntivación o corporeización de 
la primera de las acciones, antes indivi- 
dualizada, la obteniamos mediante el 
acoplamiento del “abstracto” derecho a 
la acción, pwisto en el artículo 19, v 3, 
inciso 19, de la Constituci6n Polkica de 

2 Sobre responsabilidad extrawntrac- 
tual de la Administración del Estado 
chileno pueden consultarse los siguientes 
trabajos: Juan Pmxww BUCEDO, De lo 
responmbilidod &mconf~ual del Es- 
tado, Ed. Jurídica de Chile, 1967; Daniel 
RUIZ-TAGLE Ahnr‘lA~~cm, De kz re~pon- 
sabilidad extracontractual del Estado por 
.FU actil;tid odmtnfstratioa en la jwis- 
pwdmcia de la Corte Suprema, Memo- 
ria, U. de Ghik, 197. .; Pedro PIWRY 
AFWU, LU respasabilidad extracontrac- 
tual del Estada, en Anuario de Derecho 
Administrativo, Departamento de Dere- 
cho Público, U. de Chile, 1975-78, pp. 
471-502; De la responsabizid4ld t?ancon- 
trmtd de las ~4uniclpaklnd~s, en Anua- 
rio de Derecho Administrativo, Ed. Re- 
vista de Derecho Público, U. de Chile, 
1977-78, pp. 19~2lKS; Responmbilidad 
de 10s entes públims por el mal estada 
de Zas &.s púbkcas, en XV Jornadas 
Chilenas de Derecho Público, Edeval, 
Valparaiso, 1985, pp. 301-313; Respon- 
s&iZidad extracont~~d del Estado por 
los &lifos comettios por sus funeio”a- 
rios, en XIII Jornadas Chilenas de Dere- 
cho Público, Universidad de Concepci6n. 
1983, pp. %x%306; Luis Gustavo SE&%- 
VEDA Gd, Ll.5 “ufmas cmlst(tu- 
ctonales como fuentes bd.&- de respon- 
mbilidnd, en XV Jornadas Cbilenns de 
Derecho Público, Edeval, Valparaiso, 
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la República, con la concreta 1’ expresa 
sanción de nulidad establecida por el 
artículo 7q, inciso final, del mismo cuer- 
po constitucionaI, respecto de los actos 
juridicos públicos contrarios al principio 
de juidicidad. 

El mismo proceso estmctumdor es 
idóneo para cristalizar institucionalnxnte 
a h segunda acción antes indicada. En 

1985, pp. 209-240; Osvaldo OELCK~S 
CAMUS, Fundumentos hdemizntotios en 
razóll del acto administrattno licito que 
cause daño en el patrimonio del admi- 
&trodo, en Revista de Derecho Público, 
37-38, enerediciembre, 1985, pp. 36.5 
375; Domingo HKFW.&.~~Z E~WARANZA, 
IA rqmmzbilidad del Estado por la ac- 
tbidad mu&ipnl, en Revista de ‘Derecho 
Público, 24, julic-diciembre, 1978, pp. 
145152; Eduardo SOTO Kwss, La res- 
ponsabilidad tiracontractud deE Estado 
admintstrador, un principio generBl del 
Derecho chileno, en Revista de Derecho 
Público, 21-22 enero-diciembre, 1977, 
pp. 149-156; La responsabi¿tdad pública 
(un retorno a h idea ckf&a de restitu- 
cih), en Revista de Derecho público, 
27, enerc-junio, 1980, pp. 133-171; Ba- 
se.3 para una teorío general de la respon- 
sabilidad extraconíractual del Estado en 
el Desecho chihu, en XV Jornadas Chi- 
lenas de Derecho Público, EdevaL, Val- 
paraíso, 1985, pp. 331-347; Responrabi- 
lidmi Admhistmttm Municipal (comen- 
tario al fdo dictado por la Excma. Corte 
Suprema eZ 24 de mano de 1981 en el 
jufcio “Tirada con Munidpalidad de LA 
Reid’), en Revista de Derecho y Juris- 
prudencia y Gaceta de los Tribunales, 
tomo LXXVIII, Ed. Jurklica de Chile, 
1981, primera parte, pp. 39-48; Hugo 
CAWERA Drwa~o, La responsabilidad 
extracontractual del Estado, en Revista 
de Derecho Público, 9, 1968, pp. 189. 
215; Teoría del órgano, Estado de Dere- 
cho LI respomzbilidad del Estado, en 
Revista de Derecho Público, 25-28, 1979, 
pp. 157-176; Sistema de la respomabt 
lidad en la Ley Orgánica de Municipa- 
lfdades (DL. 128%í’6), en XIII Jornadas 
Chilenas de Derecho Públicq Universi- 
dad de Concepción, 1983, pp. 249-286; 
Sistema de la responsabilidad extracon- 
tmetual del Estada en lo Comtftución 

efecto, la “acción constitucional de res- 
ponsabilidad’, en cuanto referida a los 
órganos del Estado en general, es fruto 
de similar acoplamiento: el del abstracto 
dwxho a la acción (artículo 19, NP 3, 
inciso Iv) con los incisos finales de los 
artfcubs 13’ y 79 de la misma Carta Fun- 
damental. Es decir, el medio para tras- 
portar la “pretensión” de responsabilidad, 

de 1980, Ed. Jurídica de Chile. 1982. 
La jurisprudencia de la Corte suprema 
desde “Fuschs y Plath” (1008) hasta 
“Hexag6n con Fisco” (1987) es posible 
consultarla en La responsabilidad del 
Estado por ,m actividad administrattua, 
mataid de clase mimeografiado, Curso 
de Derecho Adrninktmtivo II, Central de 
Apuntes, Facultad de Derecho, U. de 
Chile, 1987. 

3 Sobre responsabilidad del Estado- 
juez, pueden consultarse los siguientes 
trabajos: Luis Cous~o MAC-IVER, Da-e- 
cho de las persnurs detenida, voce.ra&u 
0 condenadas injmtammte a ser indem- 
nizndas de todos los daños oc4zsionador, 
en Revista de Derecho y Jurisprudencia 
y Gaceta de los Tribunales, LV, pp. 43 y 
ss.; Ah VaFIEL c.4BALm0, Respmw- 
Mlidd del Estado-juez, en Revista de 
Ciencias Jurídicas, NP 2, Valparaiso, 1971, 
pp. 237-252; Domingo ~ÁND~ EM- 
PAPANZA, Inaknmtzación del error judi- 
cid, Revista de Derecho Público, 25-26, 
enerc-diciembre. 1979, pp. 187-197; 
Eduardo Som KLOSS, Respunsabilidad 
del Estodo por la acti&ad futisdiccional, 
en Revista Chilena de Derecho, val. 10, 
NV 1, enero-abril, 1963, pp. 4.5-58; Hugo 
CunEtlA DELGMO, Interpretmidn que 
lo Corte Suprema ha dudo a la norma 
CmWtitudonal sobre indemn~ulcián del 
error Wckd, en Gaceta Jurídica, 70, 
1986, pp. 10-24. La jurisprudencia de 
la Corte Suprema y el Auto Acordado 
para la tramitacibn de la acci6n de res- 
ponsabilidad prevista en el artículo 19, 
NP 7, letra i) de la Constitución, véase 
en Respon&Mad del Estado por la 
actiddad jurisdicciond, materiales de 
clase mimeografiados, Curso de Derecho 
Administrativo II, Central de Apuntes, 
Facultad de Derecho, U. de Chile, 1987. 

4 Sobre responsabilidad del Estado- 
legislador pueden consultarse los siguien- 
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que es deducible de los incisos mencio- 
nados, al conocimiento del órgano ju- 
risdiccional, lo es el artículo 19, NP 3, 
incisa lv, en cuanto asegura de unl ma- 
nera general, a toda persona el derecho 
a accionar ante los tribunales respecto 
de cualquier asunto ” materia de carác- 
ter judicial, como sin duda, obviamente, 
lo es aquel que se refiere a la responsa- 
bilidad civil de los órganos públicos ú. 

tes trabajos: Alex VA”EZ.A CABALLERO, 
Responsabilidad del Estado-legislador, en 
Revista de Ciencias Juridicas, NP 1, Ed. 
Jurfdica de Chile, Valparaíso, 1971, pp. 
233 SS.; Hugo CALDERA DELGADO, La 
responrabilidod extracmltroclual por el 
hecho de las leyes en h Constitución Po- 
lítica de 1980. ~Eispejimw o realidad?, en 
XIII Jornadas Chilenas de Derecho Públi- 
co, Universidad de Concepción, 1983, pp. 
222-248; Jc& Pablo VAGARA BEZWIL~, 
La respon.mb&dad por acto legislatioo u 
una sentencia de mqoría de una de lar 
s&.s & la Corte suprema, c!ome”tario, 
en Revista Chilena de Derecho, ~“1. 12, 
NQ 2, mayo-agosto, 196.5, pp. 363-375. 

6 Según Jaime Guasp “tendrfamos tres 
grupos de principios procemles que, por 
su carácter de garantías mínimas respec- 
to de los sujet, q”e acuden al proceso, 
deberían ser conridemdos como prescrip- 
dones impuestas por el derecho natural 
a clbalquie? sistema positioo: el princi- 
pio del (libre) acwso a los Tribunales 
de Justicia, el principio de la contradic- 
ción, el principio de la igualdad proce- 
sal. Libre acceso a los Tribunales de 
Justicia quiere decir, en definitiva, de- 
recho a interponer pretensiones ante el 
órgano jurisdiccional. El simple enuncia- 
do de esta no- pone de relieve su ca- 
rkter b8sico dentro de la ordenación del 
proceso, pues está enraua da en todo con- 
jtmto de primevas nociones que integran 
la ktituci6n. Si” una declaración ini- 
cial de que existe una institución abier- 
ta a todo el que quiera formular una 
pretensión determinada, la idea misma 
de proceso no sería concebible. El pro- 
ceso no puede configurarse como una 
institución de privilegio, otorgada a al- 
gunos y no a todos”. Admintirmión de 
lustich y Derechos de la Persm&lad, 
Revista de Estudios Polfticos, Ne 17, pp. 

Por oha parte, también es aplicable 
a esta última acción, desde el punto de 
vista del hibunal competente, lo que 
hemos dicho respecto de la ptiera, en 
cuanto de conformidad al articulo 73, 
incisos 19 y 20 del texto fundamental, en 
concordancia co” 10 dispuesto por el ar- 
ticulo 59 del Código Orgánico de Tribu- 
nales, su conocimiento recae en 105 tri- 
bunales de letras en lo civil. Primero, 
porque bajo la expresión “causas civiles” 
que emplea la mencionada disposición 
quedan comprendidas las de carácter 
reparatotio o indemnimtorio, cualquiera 
sea la calidad de las personas intervi- 
nientes, así sea el Estado ” sw organis- 
mos. Y, segrmdo, porque en ningún cas” 
palrían excusarse de conocer eta -ac- 
cibn común de Derecho Público”, p”r 
aplicación del principio de inexcusabili- 
dad establecido expresamente en la 

66-91. Vkase tambi8n nuestro trabajo El 
derecho a la ocddn, un derecho lnsito 
prfnctpalmmte en el artloulo 19 NQ 3 
de la Ccwtituddn de 1980, en Revista 
de Derecho y JtipIudencia, LXXXIII, 
W’ 3, septiembre-diciembre, 1966, pp. 
129-142. En este mismo sentido Enrique 
EVANS DE LA CUADRA, Los derechoa 
cm.stitwion&s, Ed. Juridica de Chile, 
1986, tomo II, pp. 2&7; Jos6 Luis CEA 
ECAÑA (‘De manera que ningún dere- 
cho consagrado en la Consiitucib” pue- 
de quedar si” protecciá”, especialmente 
judicial, y todas las autoridades, si” ex- 
cepción, estan en la obligación de .pro- 
digarla, siendo absurdo pensar lo con- 
trario. Dicho en otras palabras, toda per- 
sona tiene el derecho de exigir a cual- 
quiera autoridad que la proteja en sus 
garantías, pero, adem& elIa puede 
siempre ocunir a los hibunales de justi- 
cia y ninguno de los derechos consagra- 
dos en la Constituci6n o en las leyes 
-que aparezca amenazado ” conculcadw 
podra quedar sin protección judicial. Util 
es agregar qw esta esencial premisa ri- 
ge, especialmente, tratándose de actos 
administrativos. sea que ellos impliquen 
o no el ejercicio de alguna jurisdiccib”“), 
La igual pmtecdn da los derechos, en 
Revista Chilena de Derecho, WI. 9, NP 3, 
septiembre-diciembre 1982, pp. 521-539. 
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Constitución en la disposición antes in- 
dividualizada 6. 

Pero es menester tener en considera- 
ción que tal acción es jurídicamente 
operable ~610 respecto de aquellos casos 
en que la Constitución o la ley no han 
previsto acciones especificas, como su- 
cede CCXI la responsabilidad del Estado- 
legislador, con In del Tribunal Constitu- 
cional, con la del Tribunal Calificador 
de Elecciones y TribunaU% Electorales 
Regionales, con la del Consejo de Segu- 
ridad Nacional y, en gran parte, con la 
responsabilidad del Estado-juez (asuntos 
no criminales). 

No es aplicable esta “acción común 
de responsabilidad” en los supuestos de 
los artículos 19, N* 7, letra i), es decir, 
respecto del llamado “error judicial” en 
materia criminal, y 38, inciso ZQ, relativo 
a la responsabilidad de la ornnicompren- 
siva “Administración del Estado”: los que 
directa y sincréticamente establecen la 
accibn de responsabilidad, respectiva- 
mente. Las mencionadas disposiciones 
constitucionales abarcan los aspectos pro- 
cesales y materiales básicos, de forma 
tal que es innecesario recurrir a los ar- 
tículos 19, NP 3, inciso 19 (derecho a la 
acción) y 6Q y 70, incisos finales (respon- 
sabilidad), En efecto, desde el punto 
de vista procesal estas especiales normas 
constitucionales franquean directa y es- 
pecíficamente el derecho a la acción y, 
desde el punto de vista material, es in- 
concuso que ellas comprenden Lî preten- 
sión de responsabilidad. 

Para el desarrollo de este trabajo sola- 
mente nos interesa la acción constitucio- 
nal especifica de responsabilidad prevista 
en el artículo 38 citado, es decir, la que 
recae sobre la Administración del Estado. 

En demostración de la sustantividad 
o corporeidad directa y sincrético que él 
le da basta con considerar en lo relativo 

+ Vkanse nuestros trabajos El principie 
de inercrrsabilidad. Antecedentes conteni- 
dos en las Acta Oficiales y Sobre el al- 
cance de Za expresión “cmzas ci&s” 
que emplea el artículo 73 de la Consti- 
tución de 1980, en Revista de Lkrzcho 
y Jurisprudencia de los Tribunales, 
LxXXIII, NP 3, septiembre-diciembre, 
1986, pp. 145156. 

al reconocimiento del derecho básico de 
la “justicia administrativa”, es decir, la 
acción procesal, la letra del mencionado 
precepto, cuando dispone que “cualquier 
persona.. . podrá reclamar ante los tri- 
bunales contencioso-administrativos que 
determine la ley”. No admite discusión, 
la expresión “podrá reclamar” es equiva- 
lente a “podrá ocurrir”. &kurrir ante 
quién? Ante el juez, naturalmente. Pala- 
bras sacras que denotan le consagración 
del derecho a la acción. Por otra parte, 
en cuanto al contenido pretensional, es 
evidente el carácter reparatorio; el que 
afirma enfática y decididamente, al rei- 
terar fraseológicamente ese sentido en 
dos pasajes: 1) “cualquier persona que 
sea lesionada en sus derechos por la 
Administraci6n del Estado” y 2) “sin 
perjuicio de la responurbiFidad que pu- 
diere afectar al funcionario que hubiere 
causado el daño”. Es evidente que el 
primero de ellos se refiere a la respon- 
sabilidad de la Administxa%5n como tal 
y el segundo a la responsabilidad de sus 
funcionarios, que la primera es sin per- 
juicio de la segunda. Es también evidente 
que el fundamento de esta responsabili- 
dad es la “lesi6n” o “daño”. En definitiva, 
el objeto de la aencionada acción no 
puede ser sino otro que el de la repara 
ción de este daño o lesibn. dQu6 otro 
sentido podria tener el que la Constitu- 
ción habilitase para reclamar de una le- 
sión o daño? La condena civil de la 
Administracibn no puede szr rrás que la 
única respuesta a esta interrogante, ya. 
que respecto de ella no recae responîx- 
bilidad penal, responsabilidad política ni 
responsabilidad disciplinaria. 

Esta conclusión se encuentra reafirma- 
da con la historia fidedigna del artículo 
38, inciso 29, contenida en las Actas de 
Sesiones de la Comisión de Estudios de 
la Aueva Constituci6n. En efecto, en la 
sesión 410, el señor Carmona, preocupado 
por el hecho de que no se establecía 
norma alguna sobre los tribunales admi- 
nistrativos, lo hace presente; a lo que 
Orhízar, Presidente de la Comisibn, res- 
pondió que no habría ningún problema 
en contener un precepto en ese sentido 
si se alcanzaba a despachar la ley de lo 
contencioso-administrativo antes de que 
se promulgara la Constitución. A raiz de 
lo cual Carmona destaca lo siguiente: “el 



19891 FIMIMA: FALTA DE SERVICIO 433 

articulo 46 (actual 36, inciso 2O) pro- 
puesto expresa que cualquier persona 
que sea ledlma¿liI en SUE dmechos por 
la Adminitimdón Pública de2 Estado 
podrá reclamar unte los tribunoles que 
detenhe Za ley, sin perjuicio de la res- 
ponsabilidad que pudiera afectar 01 fun- 
cionari~ que hubien camado el daño”. 
Omizar le aclara “que esa situación re- 
viste menor gravedad, porque .se refiere 
al perjuicio que puede causar un acto 
arbitrario o ilegitimo de la Administra- 
ción y del que podrían conocer los tribu- 
nales ordinarios. Agrega que resultaría pe- 
ligroso, si” embargo, darles competencia 
amplia sobre el particular si” que se 
haya dictado la ley correspondiente”. Es 
claro el sentido que tenía para la Comi- 
sión el antiguo artículo 48 (38, inciso 
2Q). El contencioso amdatotio estaba en 
el articulo 73 (causas civiles, criminales 
y contencio~dministrativas) ; en cambio, 
el contencioso reparatorio estaba en el 
referido atilculo 48 citado. El texto de- 
finitivo aprobado por la Comisión se 
encuentra en la sesi 416, página 3631, 
artículo 4.5, inciso 39, co” id&& redac- 
ción a la antes trasxita. Por 5” parte, 
el actual artículo 73, que corresponde al 
articulo 82 del Anteproyecto, salió de 
la Chmisibn con la siguiente redacción: 
“La facultad de conocer de las causxs 
civiles, de las criminales y de las co”- 
tenciosa-administrativas, de resolveverlas y 
de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece 
a los tribunales establecidos por 1~ ley”. 

Posteriormente, a nivel de gobierno, 
ambas disposiciones sufrieron mo&ca- 
ciones. La primera de ellas, que permitía 
reclamar “ante los hibunales que deter- 
mine la ley”, fue modificada en el sentido 
de que tales reclamaciones se formola- 
rían “ute los tribunales contenciosodd- 
minLrtratioos que determine la ley”. Y 
de la segunda disposición se excluy6 la 
expredón “y de Ias contencioso-adminb- 
tmticas”. Este último cambio, hemos 
demostrado anteriormente, se debió a que 
la expresión “contencioso-adminish-atiMs” 
en el articulo 73 era redundante, ya que 
estaba comprendida en la expreión “cau- 
sas civiles”, la que tiene un alcance om- 
“icomprensivo’. El cambio que s&ió el 

artículo 36, por su parte, habría consis- 
tido únicamente en una precisión: el 
Constitoyente precisó q”e los hibuoales 
que conocerian la citada acci6n de res- 
ponsabilidad serían los “hibunales con- 
tencioso-administrativos”, en vez de los 
“tribunales que determine la ley”. Es 
decir, la mencionada disposición van- 
tiene el carácter reparatorio primitivo; 0 
sea, la acción que el articulo 38 contiene 
en ~11 inciso segundo es una acción de 
esta naturaleza. Esta conclusión es si” 
perjuicio de que los tribunales conten- 
cioswadministrativos puedan también co- 
nocer de la accib” anulatoria, dado 
justamente el carácter revisor que natu- 
ralmente tienen los tribunales contencio- 
so-admkishativos; pero lo concreto es 
que en el artículo 38 no se encuentra 
s”antivizada la acción anulatoti, sino 
que solamente la repamtoria. La acción 
anulatoria, como lo explicamos anterior- 
mente, está cristalizada en la co”j”“ció” 
del articulo 19, NP 3, inciso Iv, co” el 
articulo 79, inciso final, ambos del texto 
cowtitucional. De tadas formas, se debe 
tener presente que el artículo 73, inci- 
SO 19, da cobertura a ambas acciones 
bajo la expresi6n “causas civiles”: “La 
facultad de conucer las causas civiles y 
criminales, de ~solverlas y de hacer eje- 
cutar lo juzgado, petienece a KJS tribu- 
nales estobhidm en la ley”, expresión 
dentro de la cual se comprende a los 
tribunales ordinarios y a los especiales, 
como es el caso de los contewiow- 
administrativos. Que si mañana se crean 
los tribunales co”tenciosD-admulistrativos 
ser811 éstos los que obligadamente deba” 
conocer la acción reparatoria, pero mien- 
has tanto la facultad de conocer de las 
“Causas civiles” reparatorias que afecten 
a la Administmcib” del Estaao “perte- 
nece a los tribunales establecidos en la 

ley”, actualmente (Código Orgánico de 
Tribunales). La Constitución no as&6 
un tribunal especial para. el conocimiento 
de la accibn anulatoria, por lo que SII 
conocimiento queda enmarcado solamente 
en el espacio del articulo 73 citado, dis- 
posición que no obsta a que el legislador 
precise que lo sean los de carkter con- 

tículo 73 de la Conîtitucih de 1980, 
citado en nota anterior. 
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tenciow-adhistrativos, pero mientras 
ello no suceda así: la facultad de conocer 
las “causas civiles” anulatorias que afec- 
ten al Estado-administrador “pertenece a 
los tribunales establecidos en la ley” 8. 

Hemos querido dejar claramente esta- 
blecido el contenido reparatorio de la 
acción prevista en el artículo 38 citado, 
porque esta norma es la piedra angular 
del sistana de responsabilidad exbaco”- 
hchd de la Administración de Estado, 
es decir, ella contiene los perfiles básicos 
que lo estructuran, condicionan y limi- 
ta”. 

El modelo recogido y establecido en 
la Carta de 1980 se aparta totalmente de 
los esquemas decimonónicos de nuestro 
Código Civil 0. El artículo tanta veces 

R Sobre creación y competencia de los 
tribunales contencioso administrativos pre- 
vistos en el artktllo 38, inciso 29, de la 
Constitución actual puede consultarse 
Hugo Caldera Delgado, Competencia de 
los Tribunales Ordhxios sobre los actos 
y miaioms de los ótganos de la Admi- 
nlstrmtón del Estado, en Gaceta Juríídi- 
ca, 52, 1984, pp. 1626; y Rolando PAN- 
TOJA Bauti, Los t&mules contencioso 
administdoo~ en la C~itucl6” míti- 
ca de 1.980, en faceta Jurídica, 82,IQ87, 
pp. 3-14. En ambos trabajos se daría por 
hecho que la mencionada disposición cu- 
briria tanto lo anulatorio cono lo repa- 
ratorio. Si” embargo, como lo hemos es- 
plicado, de acuerdo a la historia del pre- 
cepto, en 61 Sb10 se sustantiva n la ac- 
ción de responsabilidad. 

8 El Código Civil se aplicó a la res- 
ponsabilidad extraconimctual del Estado 
Adnkistmdor prácäcamente hasta la 
entrada en vigor de la Constitucib” de 
1980. En efecto, la jurisprudencia de la 
Corte Suprema desde Fuschs y Plath 
(lW8) hasta Klimpel (1981) hizo apli- 
cación de las normas de dicho cuerpo 
legal, libro IV, título XXXV. La dcctri- 
na, sin embargo, no pedía menos que de- 
plorar esa interpretación jmispmdencial; 
véase, por ejemplo, Eduardo SOTO Kloss, 
La responsabilidad &racontratiual del 
Estado Admdnistrador, un principio ge- 
neral del derecho chiktlo, cit.; Hugo 
CAIDERA Delgado, Sistema de lu respon- 
sabilidad extracontractual del Estado en 

citado ingresó al ordenamiento juridico 
nacional un sisten;a de responsabilidad 
que no se basa en la culpa o el dolo del 
causante del daño, es decir, en la ilicitud 
del actuar del autor de la lesión, sino 
que, por el ConhaIio, se sustenta en 
la existencia de una “víctira” que ha 
sufrido un daño en su derechos, co” 

la Comtitucti de 1980, cit., p, 155. Sin 
abandonar la aplicación del Código Civil 
Pedm Pieny cree posible, a par& del 
artículo 2314, la introducción de la teo- 
ría de la falta de servicio, vid. La T~.F- 
pombilidod mtracontractwd del Estado, 
cit. p. 103. 

En la actualidad ya nadie sostiene la 
aplicación del mencionado cuerpo legal, 
ni la jurisprudencia ~alletué (1984) y 
Hexagón (IQW- ni la doctrina. Y ah- 
ra por razón de texto expreso constitu- 
cional y legal. Una sentencia fundada 
en las dfsposiciones del Código Civil in- 
curriría en vicio de casacib”. 

En el largo trayecto recorrido por la 
responsabilidad del Estado Administra- 
dor hasta su total separación de la legis- 
lación civil, es posible disängti cuatio 
periodos jurisprudenciales: 1) Período 
híbrido, los fallos utilizan fuodamentos 
de derecho privado (artículo 2329) y 
de derecho público (derecho de propie- 
dad, igual ante las cargas públicas, e in- 
CIU0 +ím autor sostiene la aplicación 
de la teoria de la falta de servicio), ti- 
multáneamente; casos Fwchs y Plath 
(1908) y Lapostol (1930); 2) Periodo 
basado en la disänción actos de autori- 
dad y actos de gestión, bajo el cual el 
Estado no responde de los primeros; de 
los segundos responde como cualquier 
particular sobre la base del articulo 23u) 
del C.C.; casos Granja (1938). Rettig 
(1941) y Aqueveque (1841-1944); 3) 
Período en que se atiende a la licitud o 
ilicitud del acto, el Estado responde sin 
atender a la distincib” del periodo ante- 
rior, atiende sólo a si el acto antijuridi- 
co; el Estado responde cuando el acto es 
ilicito, sepún articulo 2320 del C.C.; ca- 
sos Becker (1964) y Klin~pel (1981); y 
4) Periodo actual, de la independencia 
de la respomabilidad de los sujetos ju- 
rklico-públicos respecto del r&gtien apli- 
cable a los sujetos jurldic+privados, se 
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absoluta independencia de la licitud o 
ilicitud del comportamiento del que lo 
hubiere ocationado. Esto es, la respon- 
sabilidad de la Administración del Esta- 
do chileno procede cada vez que ésta 
causa un daño, incluso cuando haya ac- 
tuado dentro de la más estricta legali- 
dad 10. 

aplica única y exclusivamente la norma- 
tiva pública, articulas 6P, 70, 19 Nos 20 y 
24, 38 y 41 NO 8 de la Constitución de 
1980; 49 y 44 de L.O.C. 18.575; y 83 de 
la L.O.C. 18.695; casos Gallet11é (1984) 
y Hexagbn (1987); este último es par- 
ticularmente tajante en cuanto n la ina- 
plicabilidad de ias normas del derecho 
civil, al excluir incluso las normas sobre 
prescripci6n de los artículos 2332 y 2515 
(considerandos 11 y 12). 

10 El modelo consagrado en la Cons- 
titución chilena de 1980 no guarda rela- 
ción en absoluto con el node francés; 
en cambio sí con ci español consagrado 
en el artículo 102,2 de la Constitución 
de 1978: “Los particulares, en los téwni- 
MS establecidas por Ea lq, tendrrin de- 
recho n ser indemnimdos por todo levión 
que sufran en cualquiera de ,sus bienea 
y derechos, salao en los cmm de fuem 
mayor, siempre que fa kddn SEa CmYB- 
cuencia del funcionamiento de los remi- 
cias p<íblicos". El artículo 49 de la L.O.C. 
18.575 es tambien similar al texto de la 
Constitución española: “El Estado será 
responsable por los daños que causen los 
órganos de la Administración en el ejer- 
cicio de sus funciones, sin perjuicio de 
las responsabilidades que pudieren afec- 
tar al funcionario que los hubiere 
ocasionado”. 

Luis MAwrm Rebollo, Jueces g respon- 
.xzbi&zd dd Esfado, Centm de Estudios 
Constitucionales, Madrid, 1983, pp. 13- 
14, sintetiza del siguiente modo al siste- 
ma español: “La Administración respon- 
de, en efecto, de toda lesiún que sufran 
los particulares en sus bienes y derechos 
que implique un datio efectivo, evaluo- 
ble económicamente e individualizado, 
que sea imputable a la propia Adminis- 
tración por el funcionamiento normal 0 
anormal de sus servicios públicos, sin 
referencia alguna a h idea de culpa, y 
siempre que medie entre el hecho o x- 

Esta última concltión podría parecer 
sorprendente para muchos. Sin embargo, 
nos psrece que en consideración a la cla- 
ra concepción republicana y iusnatrna- 
lista de Ia Constitución de 1980, esta 
norma es de obligada consecuencia. El 
texto fundanxntal privilegia los derechos 
esenciales de la persona humana sobre 

to determinante del daño y éste una re- 
laci6n de causalidad que en principio 
debe ser directa, irmediata y exclusiva, 
pero que no excluye una relación indi- 
recta, mediata y concurrente, como ha 
tenido ocasión de declarar alguno juri.- 
prudencia aislada. Basta, pues, que nu 
haya causa n-ayer, que el daño no se 
produzca por la acción del dañado y 
que se trate de una lesión antijurídica, 
esto es, que el ciudadano no tenga obli- 
gación legal de sopotida. Ko se trata, 
por ser una responsabilidad objetiva, de 
que .zl da80 sea causado antij&licamen- 
te, sino que no haya obligación de so- 
patarlo, razón por la cual también cabe 
indemnización cuando el daño se Pro- 
duzca corno consecuencia del funciona- 
miento normal de los servicios públicos, 
trátese de hechos o del supuesto nás di- 
fícil de inshumentalizar. pero perfecta- 
nxnte posible, de actos administrativos. 
como ha puesto de manifiesto reciente- 
mente A. Blasco Esteve”. 

Eduardo GARCÍA DE ENTEFU& y Tc- 
más-Ram6n FERNÁ~TDEZ, Curso de Dere- 
cho Adminitirati~o II, Civitas, Madrid, 
1982, pp. 337-338, lo explican del si- 
guiente modo: “Al construir la institución 
de la responsabilidad de la Adrrinistra- 
ción al margen de toda idea de ilicihld 
o culpa, el fundamento de aquélla se des- 
plaza desde la perspectiva tradicional de 
la acción del sujeto responsable (que 
parte de k concep&n primitiva de wr 
en la responsabilidad patrimonial la san- 
ción a una conducta culpable) . . la del 
patrimonio de la persona lesionada. La 
responsabilidad pasa a reposar de este 
modo sobre un principio abstracto de 
garantia de los patrimonios, dejando de 
ser un* sancibn personal por un compor- 
tamiento inadecuado, para convertirse en 
un mecanis~no objetivo de reparación, 
que se pone en funcionamiento tilo si, 
y en la medida en que, se hn producido 
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las prerrogativas o potestades del Poder 
Público, haciendo realidad el principio 
mvicial del Estado respecto del indivi- 
duo, y no al revés. Este principio está 
expresamente consagrado en los artículos 
19, inciso 3Q, cuando dispone que “el 
Estado estL al servicio de la persona 
humana y su finalidad es promover el 
bien común.. , con pkno respeto a los 
derechos y garantías que esta Constitu- 
ción establece”; y SQ, donde sentencia 
que “el ejercicio de la soberanía rece 
noce como limitación el respeto a los 
derechos esenciala que emanan de la 
naturaleza humana”. Principio de preva- 
len& de. los derechos fundamentales que 
eaducido al lenguaje iwdministrativistn 
equivale al “principia pmfzdmintirado”, 
el que implica, por tanta, que cuando 
colisiona el derecho de un administrado 
con una prerrogativa o potestad de la 
Administraci6n, prevalece el derecho de 

una lesión patrimonial. El concepto de 
lesión patrimonial se convierte de este 
modo en el basamento mismo del siste- 
ma, lo cual hace espxialmente necesa- 
rio caracterizarlo. A estos efectos con- 
viene comenzar por distinguir el concep- 
to jurídico de lesión del concepto vul- 
gar de perjuicio. En este último sentido, 
puramente econbmico 0 material, por per- 
juicio se entiende un detrimento patrimu- 
nial cualquiera. Para que exista lesión 
rearcibk se requiere, sin embargo, que 
ese detrimento patrimonial sea antijurí- 
dico, no ya porque la conducta de su 
autor sea contraria a Derecho (antijuri- 
dicidad subjetiva), sino, mas simplelrente, 
porque el su& que lo sufre no tenga 
el deber juídico de soportarlo (antiju- 
ridicidad objetiva). La lesión supone un 
perjuicio que no es antijuridico par la 
manera de producirse, sino porque el 
titular del bien o derecho lesionado no 
tiene el deber jurídico de soportarlo, aun 
cuando el agente que lo ocasione obre 
dentro del marco de la licitud. La anti- 
juridicidad susceptible de convertir el per- 
juicio económico en lesión indemnizabb 
se predica, pues, del efecto de la acción 
administrativa (no de la actuación del 
agente de la Administración causante 
material del datio), a partir de un prin- 
cipio objetivo de garantlî del patrimw 

la persona del administrado por sobre 
la prerrogativa de aqu&. 

Por este motivo cuando la Administra- 
cibn en ejercicio lícito de sus prerrogati- 
VaS ocasiona un daño al no menos lícito 
derecho de un administrado, debemos 
optar entre privilegiar a la Adrr.ini&rr+- 
cibn o al administrado. Bajo la vigencia 
de1 “principio monárquico absolutista” 
la opción era indiscutiblemente en favor 
de la “razón de Estado”. Pero justame”- 
te el abuso del predominio de la prerrc- 
gativa regia fue lo que ocasionó la caída 
del “antiguo régimen” y determinó el 
nacimiento del moderno Estado de Dere- 
cho. La Constituci6n de 1980, que no 
es una Constitución monarquista, no 
pudo menos que elegir “proderecho del 
administrado”. 

La referida acción de responsabilidad 
se encuentra perfectamente delimitada 
desde el punto de vista de SU objeto o 
contenido en el mismo texto fundanen- 

nio de los ciudadanos que despliega su 
operatitidad postulando la cobertura del 
daño causado, en tanto en cuanto no exis- 
tan causas de justificación que legitimen 
como tal el perjuicio de que se trate. 
Estas causas de justificación han de ser 
expresas para que puedan ser estimadas 
y deben consistir siempre en un título 
que determine o imponga corno jurídi- 
camente querido el perjuicio contempla- 
do. A& por ejemplo, el cumplimiento de 
un contrato, una ejecuci6n administrativa 
o judicial, la exacción de un impuesto o 
el cumplimiento de cualquiera otra obli- 
gación impuesta expresamente por la 
ley. Fuera de estas hipótesis, todo per- 
juicio 0 minoración patrimonial impu- 
table a un ente público (sea o no lícita 
la acción que lo causa, pues ya hemos 
notado que no hay correspondencia en- 
tre la licitud o ilicitud de la conducta del 
agente y la juridicidad o antijuridicidad 
del da60 producido) será una lesión, un 
perjuicio objetivamente injusto, esto es, 
no expresamente justificado, que por ra- 
z6n de su misnx antijuidicidad objetiva 
tenderá a su reparación, generando un 
deber de resarcimiento, que es, precisa- 
mente, en lo que se concreta el instituto 
de la responsabilidad patrimonial de la 
Administración”. 
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tal, no siendo, en consecuencia, necesaria 
la regulaciún complementaria. La Cons- 
titución (artículo 38) encomienda a la 
ley ordinaria solamente los aspectos OI- 
g&nicos relativos al establecimiento de 
los tribunales contencioso-administrativos. 

Sin embargo, a pesar de lo sostenido 
en el párrafo anterior, en cuanto a que 
el ob@to o contenido de !.a referida ac- 
ción se encuentra ya fijado por el Cons- 
tituyente y que el único “reenvlo” al 
legislador no tendria más finalidad que 
la antes dicha, el legislador orgdnico 
constitucional, tanto en la Ley 18.575 
(512-86), sobre bases generales de la 
Administración del Estado, y Ley 18.695 
(31-3-88). orgánica municipal, reabordó 
el objeto o contenido de la acción de 
responsabilidad prevista en la Constito- 
cibn. Ya vamos 3 examinar este punto. 

Antes es preciso considerar, desde. el 
punto de vista legislativc+mmpetencial, 
que la facultad para complementar el 
inciso 29 del citadísimo artículo 38 ce 
rresponde al legislador ordinario y no al 
legislador orgánico mnstitucional. El ar- 
titulo 44 de la Ley 18.575 y el artículo 
83 de la Ley 18.695 tendrían el carácter 
d e preceptos ordinatios, por más que se 
encuentren contenidos dentro de sendas 
leyes orgtiicas constitucionales. El Tri- 
bunal Constitucional no reparó en el 
hecho y tampoco en la circunstancia de 
qlle estos preceptos sGil concreciones 
particulares del principio de respansabi- 
lidad y no una simple reiteración del 
sistema previsto en la Carta Fundamm- 
tal 11, 

l1 El dictamen del Tribunal Consti- 
tucional 39, de 2-10-88, recaído sobm el 
proyecto de L.O.C. de Bases Generales 
de la Adminitimcibn del Estado, cm- 
sidemndo 99, fija la naturaleza de pre- 
ceptos de ley ordinaria 8610 a los artícu- 
los 36, 42 inciso 39 y hansitofio. En con- 
secuencia, para dicho órgano de control 
preventivo el artículo 44 de la Ley 
18.575 sería de rango orgánico consti- 
tucional. Reiteramos que la mencionada 
disposicibn contiene una concrecibn par- 
ticular, aplicable tilo a un sector de la 
Administraci6n del Estado, impropio de 
una ky que según la Constihxión debe 
contener las bases generales aplicables a 

En efecto, aun cuando con redacciones 
más o menos rfgidns, los mencionados 
articulos establecen un contenido u ol>- 
jeto diverso para la admisi6n de la res- 
ponsabilidad civil de la Administración, 
condicionándosela a la existencia de una 
“falta de servicio” 12. Decimos que con 
redacciones más o menos rigidas, porque 
en materia municipal el nrtículo 83 dis- 
pone que la responsabilidad local pro- 
ceder& “principalmente” por falta de 
servicio, mientras que en el artículo 44, 
de la ley geneml de bases de la Admi- 
nistración del Estado, Bsta se condiciona 
absolutamente a ese requisito. 

El establecimiento de este requisito 

toda la Administración. Distinto es el ca- 
so de su articulo 49, el que sí se refiere 
a toda la Administmci6n, es decir, con- 
figura una base esencia1 de la organiza- 
ción admínistrativa. 

Lo mismo acontece con el artículo 83 
de la Ley 18.695. Véase dictamen del 
Tribunal Gmstitudonal, en Diario Ofi- 
cial de 11-588, comidaando 3”. 

12 Sobre la teoría de la falta de ser- 
vicio fiancesa pueden verse Georges VE- 
D=, Derecho Administrativo, Aguilar, 
1980, pp. 289-381; AmM DE L.wBADÉ- 
RE, Trdté Eléméntaire de Lhtt Admi- 
nttiratif, L.G.D.J., Patis, 1967, pp. 609 
SS.; Mace1 W~LINE, Droit Adninistratif, 
Ed. Sirey, 1963, pp. 794 ss.; Jean RIYERO, 
Droit Adminktratif, Dalloz, 1965, p. 259 
SS. En Chile puede verse en Pedro PIEKRY 
Amu, L.u respomabilidad extmcontrac- 
ttuzl clel Estado, cit., pp. 70-74; Hugo 
Camz.k Delgado, Sistema de la respon- 
sabilidad extracontractual del Estado en 
la Constitución Pditica de 1980, cit. pp. 
387-435, Eduardo SOTO Kloss, La temía 
de la fdta de ser&& en el Derecho Ad- 
ministratic fran&s actual (un panorama 
gemrd), a la luz de la más reciente bi- 
bliogmfia francesa, pone en evidencia la 
ininteligibilidad que la mencionada nc- 
ción tendría para los propios franceses, 
haciendo notar, por lo mismo, el absur- 
do en que ha incurrido el legislador na- 
cional al dar acogida a una noción que 
ha sido ampliamente superada en otros 

contornas juridicos e incluso por nues- 
tra propia Constitución 
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para la procedencia de la responsabilidad 
retrotrae el panorama a una época ante- 
rior a la entrada en vigor del texto fun- 
damental. Condicionar la responsabilidad 
a la comisi6n de una “falta de servicio” 
por parte de la Aduinistrwión significa 
volverla a situar en el extremo del autor 
del daño; aun cuando fundada en un 
nuevo tipo de ilicitud, que si bien no es 
igual a la del dolo o culpa, ya que es 
mucho más objetiva que ésta, mantiene 
el crar&cter delictual, en circunstancias 
que el Constituyente la colaciona, como 
ya se ha explicado, desde el otro extremo, 
es decir, desde la posición de la víctima 
lesionada en sus derechos, con ahsoluta 
independencia de la licitud o ilicitud del 
actuar de la Administración. 

La falta de concordancia entre el sis- 
tema previsto por el artículo 38 de la 
Constitución con el sistema establecido 
por los artículos 44 de la Ley 18.575 y 
83 de la Ley 18.695 es de tal entidad 
que es imposible la interpretación con- 
ciliatoria; dichos sistemas son esencial- 
mente conwwlictorios, al extremo de ser 
excluyentes entre sí. La Constitución no 
considera la conducta de-la Administm 
ción para admitir su responsabilidad, 
hasta que baya una víctima que no esté 
jurídicamente obligada a soportar el da- 
ño; es decir, todo el problema de la 
responsabilidad o irresponsabilidad de la 
Administración se resuelve mediante la 
determinación de si la víctima se en- 
cuentra en la ohligaci6n jurídica de re- 
cibir la lesión: si no lo esta, la Adminis- 
tración debe responder; en cambio, si lo 
está, aquélla no respondeti=. 

13 En este mismo sentido concluyw 
Eduardo Soto Kloss y Osvaldo Oelckers 
Camas. Eduardo Soto señala lo siguien- 
te: “La Constitución establece CDKKI 
principio fundamental del ordenamiento 
chileno la responsabilidad de los órga- 
nos del Estado por 10s daños que pro- 
duzca su actividad en la situación jurí- 
dica de una víctima que no se encuentra 
jurídicamente obligada a soportarlos”, 
Bases para una temía general de la res- 
pun.w&lidad extmamtmctual del E.Ftndo 
en el Derecho chiZaro, cit., p. 346. Por 
su parte Oelcken sostiene corro sigue: 
“Es pasible que la responsabilidad surja 

El legislador orgánico constitucional 
resuelve de rcanera distinta el mencio- 
nado problema: si la Adminishxción ha 
cometido “falta de servicio”, responde; 
por el contrario, no debe responder; es 
decir, cuando no ha cometido falta al- 
guna. Esto es, en este titema la clave 
para resolver el problema de si la Admi- 
nistración debe responder se centra en 
la determinación de la existencia o no 
de falta servicial. 

Falta de servicio VS. inoponibilidad ju- 
rídica del daño. Los sistemas son incom- 
patibles, ya que según la Constituciún 
la Administraci6n responde cuando el 
daño no es oponible juídicamente a la 
dima, aun cuando aquélla haya obrado 
sin cometer falta de servicio alguna. El 
sistema constitucional ha sido desvirtua- 
do por el legislador. En efecto, según el 
sistema del legislador, la víctirr,a, a pesar 
de no estar obligada juridicamente n 
soportar el daño, es decir, a par de ser- 
le inoponible, deberá soportarlo si lu 
.4dministración no ha actuado con falta. 

El intento de canbinar los sistemas 
coMrapu&os constituye un cnntmsenti- 
do. En efecto, podría pretenderse que 

por actuaciones llcitas, como por actoa- 
ciones ilicitas de la Administmción Pú- 
blica y ello se debe n que la Constitu- 
ción en su articulo 38, inciso 29, no ha 
considerado a los elementos de ilicitud 
y culpa para constituir la institución de 
la responsabilidad pública y se apoya en 
un nwwo criterio, que -es el de la le- 
si6n”. Por lo tanto, cabe una actuaci6n 
lícita que, sin embargo, ocasiona lesión 
en el patrimonio de las personas y ori- 
gina responsabildiad. La lesión la enten- 
demos como un perjuicio antijurídico en 
si mismo, perjuicio que el administrado, 
titular de un patrimonio, no tiene el de- 
ber jurldico de soportar, aunque Ia or- 
ganizacibn o el agente que lo ocasiona 
obre con toda licitud. La caracterfstica 
anöjtidicidad se traslada de la acción II 
omisión del órgano o de la conducta del 
agente al patrimonio del administrado, 
sujeto, sujeto-persona que ha sido daña- 
do”, Fundamenfos Indemnl.mttios en 
razdn del acto ao!min4.stratim llcito que 
cause daño en el patrimonio del adminis- 
trado, cit., pp. 367-368. 



19891 FIAM1LíA: FALTA DE SERVICIO 439 

cuando la Administración haya actuado 
con falta, en ta1 caso se aplica& este 
sistema; mientras que cuando causare el 
daño sin hat&a cometido, respondería 
bajo el otro, según si la víctima estuviere 
o no obligada jurídicamente a soportar 
el daño. Esta armonticibn signifimria 
que cuando la Adminisbación ha actua- 
do con falta, sobre la victima recaería 
el peso de la dificil prueba de la exis- 
tencia de ese supuesto; en cambio, cuan- 
do la Administración causare el daño 
sin falta, la prueba sería muchísimo más 
simple, ya que habría que probar única- 
mente el daño y excepcionarse en cwmto 
Bste no le sería juridicamente oponible. 
Es evidente que unn pretendida com- 
plementación de los referidos sistemas 
conduce al contrasentido denunciado. La 
prueba no debería ser más gravosa para 
la vícfima cuando el daño fuere producto 
de una falta de la Adminisíación que 
cuando no. No sería proporcional que, 
ademas de soportar el mal funcionamien- 
to o la desorganización (falta de servi- 
cio), la ley la sobrecargue con la prueba. 

De conformidad al sistema establecido 
en la Constitucibn, la uíctffw no tiene 
obligacih alguna de cmícter probatorio 
relacionada con la conducta de la Ad- 
minFstmci&. El establecimiento de este 
requisito para k procedencia de la res- 
ponsabilidad, sea en el sistema flexible 
del articulo 83 de la ley de hlunicipali- 
dades, sea en el rigido del articulo 44 de 
la ky sobre basa generales de la Admi- 
nishacibn del Estado, es ajeno al texto 
constitucional y, por tanto, inconstitucio- 
nal 14. 

Recapitulando: la responsabilidad ex- 
tmcontractual de la Administmcibn tiene 
un sistema jurídico propio, total y absc- 
lutamente autónomo del sistema aplicable 

l4 A pesar de que Rolando Pantoja con- 
cluye que el sistema de responsabilidad 
“se basa en una teoria publica objetiva, 
que se configura por el daño causado 
por los órganos administrativos con SI, 
actuar lícito o ilfcito, jurídico o de he- 
cho”, sin embargo descarta la inconsti- 
tucionalidad del señalado articulo 44 de 
la Ley 18.575, Bases Generales de lu 
Administracidn del Estu&, Editorial Ju- 
rídica Ediar-Conosur, 1987, p. 45 

a los sujetos juridicos privados. Ese siste- 
ma es el de la acción de responsabilidad 
prevista en el artículo 38, inciso 2.0, de 
la Carta Fundamental, accibn cuyo co- 
nocimiento ca-responde al juez de letras 
en lo civil, según el procedimiento común 
u ordi”aIio, matizado con las normas 
relativas al juicio de hacienda si el sujeto 
responsable fuese el Fisco, y que no se 
encuentra afecta a plazo de prescripción 
alguno 16. Ella procede cuando la Ad- 
ministración del Estado haya causado un 
Mio, el que no es oponible a la víctina, 
y su fin será la reparación completa y 
total de todos los perjuicios, es decir, 
tanto los de orden material como los de 
orden moral 18-1’. 

16 Tal como ha tenido ocasibn la ju- 
risprudencia de declararlo. En ese senti- 
do véase “Hexagón con Fisco”, Corte 
Suprema, 28-7-87, considerandos ll y 
12. Esto no es sorprendente en el campo 
del Derecho Adminishativo, v. gr., respon- 
sabilidad disciplinaria: las faltas funci* 
narias no están sometidas a plaza de 
prescripción alguno. 

Ie El daño moral es entendido de una 
manera más obbtiva en el campo del 
Derecho Administrativo, Para los civilis- 
tas el daño moral “consiste en el dolor, 
la aflicción, el pesar que causa a la vic- 
tima el hecho ilicito; no la lesiona en 
su patrimonio, sino en sus sentimientos, 
sus afectos o creencias”, Ramón MaA 
Barros, Mantul de Derecho Civil, De las 
Fuentes de los obligodones, Ed. Juridi- 
ca de Chile, 19130, tomo II, p. 270. Pa- 
ra el Derecho Administrativo el daño 
moral se traduce en toda “alteración nor- 
mal de las condiciones de existencia”. 
Eduardo SOTO Kloss, Respotwbilidad 
Admtn+.stmtkxz Municipal, cit., p. 42, ce 
mentando “Tirado con Municipalidad de 
La Reina” lo gmfica del siguiente modo: 
“Nuestros Tribunales recién parecen ha- 
ber comprendido en sus exactos alcances 
que éste es el verdadero sentido del Ua- 
mado perjuicio moral en materia de de- 
recho público: no ~610 el dolor, la aflic- 
ción, sino esa perturbación real y con- 
creta que sufre la víctima en su vida 
normal, personal y de relación, altera- 
cibn que, significándole un menoscabo 
de lo suyo y de lo m8s íntimo de su per- 
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tonalidad, no se encuentra jurídicamente 
obligada a soportar, menoscabo de lo su- 
yo que no cabe en Derecho aceptar”. 

La Constitución de 1980 consolida de- 
finitivamente la procedencia del daño 
moral en materia de responsabilidad ex- 
tracontractual del Estado en los artícu- 
los 19 NOS. 1 (la Constihxión asegura a 
todas las personas: El derecho a la vida 
y a la integridad fízim y psíquica de la 
persona) y 70, letra i) (tendrA derecho a 
ser indemnizado por el Estado de los 
perjuicios patrimoniales y morales que 
haya sufrido). 

Ademas de Tirado con I.M. de La Rei- 
na, véase “Alejandro Salas Maturana con 
Castro Castro, Cuillenno Antonio y Fis- 
co, rol 833-85, C. Apelaciones P.A.C.: 
“Que el actor no puede seguir realizan- 
do actividades de vuelo ya que no posee 
las condiciones oftahnológicas adecuadas 
para ello. _, situación médica del de- 
mandante se estudia a raíz del accidente 
automovilístico sufrido (oclsionado por 
chofer d-el Ministerio de Hacienda que 
actuaba en ejercicio de su funciones). 
Que de este modo se acredita que el 
plan de vida del actor en cuanto a pilo- 
to de guerra afecta gravemente su de- 
rechos como persona humana, ya que no 
podrá realizarlos a causa del accidente, 
y esta modificzwi6n a su realización per- 
sonal y profesional es un aspecto que 
debe considerarse en el daño moral” 
(considerandos 13 y 14). A pesar de la 
descripción del daño moral como “una 
alteracibn normal de las condiciones de 

existencia”, en definitiva los sentencia- 
drcuzes echan mano al inasible y subjetivo 
concepto civilista. VBase este interesan- 
te fallo en Gaceta Jurídica 79, 1987, pp. 
54-57. 

l7 En Derecho Público es admisible 
tambikn la reajustabilidad de las obliga- 
ciones de dinero indemnizatorias de aa- 
ños provenientes de la respwsabilidad 
extracontractual del Estado. En efecto, 
la Contraloría General de la República 
ha tenido ocasi6n de pronunciarse favc- 
rablemente. Véase dictamen 30.354 de 
13-5-77, en Boletín de Jurisprudencia de 
la Contralorfa General de la República, 
‘NOs 5-6 (mayo-junio) 1977, pp. 285 
293: “En consecuencia, y por las mis- 
mas m-s consignadas en los fallos an- 
tes aludidos (Cate Suprema), que esta 
Conhaloría General comparte plenamen- 
te, resulta indiscutible que la sentencia 
que acoge una acción indemnizatoria de 
carácter extracontractual debe considerar 
tambikn los perjuicios casianados por la 
desvalorización monetaria siempre que 
no fije una indemnizaciún superior a la 
demandada”. Conclusiones: “2.- I.as 
obligaciones de dinero, indemnizatorias 
de daños causados corno consecuencia de 
UI hecho ilícito -responsabilidad civil 
extxwnh;ictual-, pueden y deben ser 
reajustadas, de forma tal que la satisfac- 
cibn que se obtenga por el afectado, en 
este caso el Estado, sea completa, con- 
siderando, en consecuencia, k desvalori- 
zación monetaria”. Este dictamen es de 
obligada consulta. 


